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ET AL 
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CERTIORARI 

procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

de Caguas 

 

 

E CD2015-0467 

(802) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa. 

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

RESOLUCION 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen el señor Aníbal Roldán Morales y la 

señora Ana Vanessa Roldan (los peticionarios) y nos 

solicitan que revoquemos la Resolución emitida el 16 

de mayo de 2016, debidamente notificada y archivada el 

27 de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Caguas (TPI). Mediante dicha 

Resolución el TPI declaró No Ha Lugar la moción de 

reconsideración presentada por los peticionarios. 

Considerados los escritos de las partes, así como 

los documentos que los acompañan, a la luz del derecho 

aplicable resolvemos denegar la expedición del auto 

solicitado. 

I.  

El 10 de septiembre de 2001 el señor Roldán, la 

señora Roldan y la compañía Name Trader Brand Corp. 
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junto al señor Gustavo E. Haedo (señor Haedo) firmaron 

un contrato titulado “Acuerdo entre Name Brand Trader 

Anibal Roldán en su carácter personal y Gustavo E. 

Haedo”. En síntesis, dicho acuerdo establecía que el 

señor Haedo mantendría la cantidad de $100,000.00 

disponibles para el uso de Name Brand Trader cuando 

los mismos entendieran necesario. 

Así las cosas, el 21 de junio de 2011 el señor 

Roldán le entregó un pago del préstamo al señor Haedo 

por la cantidad de $25,000.00. Casi tres años después, 

el 11 de julio de 2014, el señor Haedo le curso una 

carta al señor Roldán indicándole que existía una 

deuda ascendente a $196,810.00 por concepto del 

préstamo más intereses. 

A raíz de ello, el 17 de abril de 2015 el señor 

Haedo presentó una demanda en cobro de dinero en 

contra del señor Roldán y la señora Roldán por la 

cantidad de $209,000.00.  El 26 de junio de 2015 los 

peticionarios presentaron su contestación a la demanda 

y una solicitud de desestimación arguyendo que la 

causa de acción estaba prescrita. El 13 de enero de 

2016, debidamente notificada y archivada el 1 de 

febrero de 2016, el TPI emitió una Orden mediante la 

cual declaró No Ha Lugar la moción de desestimación 

presentada por los peticionarios.  

Poco después, el 16 de febrero de 2016, los 

peticionarios presentaron una urgente moción de 

Reconsideración ante el mismo foro. El 16 de mayo de 

2016, notificada y archivada el 27 del mismo mes y 

año, el TPI emitió una Resolución mediante la cual 
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declaró No Ha Lugar la moción de reconsideración de 

los peticionarios.  

Inconforme, los peticionarios acuden ante 

nosotros mediante recurso de certiorari en el cual 

señalan los siguientes errores:  

Erró el TPI al concluir que la deuda 

reclamada no era de naturaleza mercantil y 

que más bien se trata de un préstamo de 

dinero general en el que simplemente existe 

una relación de acreedor y deudor entre las 

partes y le es aplicable el artículo  1864 

sección 5294 del Código Civil de Puerto 

Rico. 

Erró el TPI al concluir que la deuda 

reclamada no le es aplicable las 

disposiciones del Código de Comercio 

artículo 229, sección 1651 y artículo 976 

sección 1908. 

 

Oportunamente, compareció la parte recurrida 

mediante su escrito en oposición. Nos solicita que no 

expidamos el auto de certiorari presentado por los 

peticionarios. Contando con la comparecencia de ambas 

partes procedemos a atender la controversia.  

II. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior. Pueblo v. Colón Mendoza, 149 

D.P.R. 630, 637 (1999). Este procede para revisar 

errores de derecho en lo procesal y lo sustantivo. Íd. 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por 

tratarse ordinariamente de asuntos interlocutorios. 

Claro está, esa discreción no opera en el vacío. 

Para guiar el ejercicio de nuestra discreción, la 
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Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

enumera siete criterios que el tribunal considerará al 

determinar si expide o no un auto de certiorari. Estos 

son:  

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  

 

B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema.  

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.  

 

D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración.  

 

F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio.  

 

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.  

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. (Énfasis nuestro). 

La norma es que las determinaciones emitidas por 

un tribunal no serán alteradas en revisión apelativa, 

a menos que se demuestre exceso de discreción por 

parte del juzgador.  Job Connection Center v. Sups. 

Econo, 185 DPR 585, a las págs. 593-594 (2012).  Este 

Foro no interviene con el ejercicio de la discreción 

de los Tribunales de Instancia a menos que sea 

demostrado que hubo un claro abuso, se erró en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma 
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procesal, o nuestra intervención en esta etapa evitará 

un perjuicio sustancial.  Lluch v. España Service 

Sta., 117 DPR 729, a la pág. 745 (1986).  Al juzgador 

es a quien se le ha delegado el deber de discernir y 

dirimir las controversias expresadas; sólo se 

descartará el criterio de éste cuando sus 

disposiciones se aparten de la realidad, en fin sus 

determinaciones merecen gran respeto y deferencia.   

Por otro lado, el artículo 229 del Código de 

Comercio, 10 L.P.R.A. sec. 1651, establece que se 

reputará mercantil todo préstamo en el que concurran 

las siguientes circunstancias: 1) si alguno de los 

contratantes fuera comerciante y; 2) si las cosas 

prestadas se destinaren a actos de comercio. El 

análisis jurisprudencial de dicho artículo sostiene 

que ambas condiciones deben interpretarse de forma 

copulativa.  Por tanto, si se prescinde de alguna de 

ellas, el Código de Comercio no es de aplicación. 

Pescadería Rosas, Inc. v. Lozada, 116 D.P.R. 474 

(1985). En consonancia a la doctrina prevaleciente en 

Puerto Rico, no basta con alegar que se posee las 

cualidades de comerciante para imprimirle carácter de 

“mercantil” a un préstamo.  Es necesario que el 

prestatario demuestre que la cosa prestada fue 

destinada a fines comerciales.  Constituye norma que 

“quien invoque el Código de Comercio tiene la carga de 

la prueba sobre su aplicabilidad.” Pescadería Rosas, 

Inc. v. Lozada, supra, Reece Corp v. Ariela Inc. 122 

D.P.R. 270 (1998), Sociedad de Gananciales v. Paniagua 

Diez, 142 D.P.R. 98 (1996).     
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La doctrina considera que para determinar si el 

negocio en cuestión constituye un acto de comercio, es 

preciso examinar el acto en sí.  Al no existir en 

nuestra tradición jurídica un concepto unitario de lo 

que es un acto de comercio, cada situación merece un 

examen por separado.  “Los factores definitorios de la 

naturaleza, comercial o civil, de una transacción 

varían de caso en caso.”  Pescadería Rosas, Inc. v. 

Lozada, supra, Sociedad de Gananciales v. Paniagua 

Díez, supra.  El enlace común entre los diversos actos 

mercantiles, fuera de los requisitos particulares de 

cada negocio, lo constituye “su finalidad, su conexión 

con el tráfico mercantil, su habitualidad, su atención 

al valor permutable de las cosas.”  Pescadería Rosas, 

Inc. v. Lozada, supra.   

En lo que respecta a la fijación de términos de 

tiempo para poder instar acciones judiciales, el 

Código de Comercio, además de darle un carácter fatal 

a sus términos, se distingue por promover períodos 

prescriptivos cortos. En el caso particular de los 

pagarés, las acciones procedentes de éstos se 

extinguen a los tres (3) años de su 

vencimiento.  Artículo 946 del Código de Comercio, 10 

L.P.R.A. sección 1908 (1976).  De otro lado, cuando el 

propio Código no provee un término prescriptivo, las 

acciones correspondientes "se regirán por las 

disposiciones del derecho común".   Artículo 940 
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del  Código de Comercio, 10 L.P.R.A. sección 1902 

(1976).
1
    

III. 

Discutiremos en conjunto los errores señalados. 

En este caso los peticionarios cuestionan la 

determinación del TPI de no desestimar la demanda en 

cobro de dinero incoada en su contra por el señor 

Haedo, por estar prescrita.  

Así, sostienen que incidió el TPI al no 

desestimar la misma. Al examinar el expediente 

encontramos que el TPI concluyó que del acuerdo 

firmado entre las partes resultaba evidente que el 

mismo no era un contrato comercial a los cuales le 

aplican las disposiciones del Código de Comercio de 

Puerto Rico. A su vez, el TPI puntualizo: 

“[Q]ue el solo hecho de que una de las 

partes en el contrato sea una persona 

natural en representación de una persona 

jurídica, a saber, la corporación, Name 

Brand Trader Corp., ello, sin más, resulta 

insuficiente para catalogar el contrato como 

uno de carácter comercial. Tampoco la 

demanda ha evidenciado que las prestaciones 

fueron destinadas a actos de comercio.”
2
 

 

En su recurso los peticionarios se limitan a señalar 

que del lenguaje del contrato firmando entre las 

partes se desprende que el préstamo iba a ser 

utilizado por Name Brand Trader Corp. y eso lo hace 

una transacción comercial. Sin embargo, a tenor con el 

derecho antes esbozado, encontramos que los 

peticionarios no presentaron prueba para establecer 

que el dinero prestado fue destinado a actos de 

                                                 
1
 En este caso sería el artículo 1864 del Código Civil, 31 

L.P.R.A. sec. 5294   
2
 Véase Apéndice del Recurso, pág. 4. 
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comercio, siendo éstos los que tenían el peso de la 

prueba. Recalcamos que según ha establecido nuestro 

Tribunal Supremo quien invoque las disposiciones del 

Código de Comercio tiene el peso de la prueba sobre su 

aplicabilidad.
3
 

Cabe señalar además, que aún si tomaremos como 

cierto que el préstamo en cuestión es en efecto uno de 

indole comercial el señalamiento de prescripción de 

los peticionarios no encuentra apoyo. El articulo 946 

del Código de Comercio, supra, dispone que el término 

de tres (3) años comenzará a decursar desde el momento 

del vencimiento de la deuda. Asi, pues, los 

peticionarios realizaron su cómputo para calcular el 

término prescriptivo a partir de la fecha de 

otorgamiento del acuerdo. No obstante, no se desprende 

de dicho acuerdo que las partes hayan estipulado una 

fecha de vencimiento.  

En fin, no encontramos razón para intervenir con 

la discreción ejercida por el TPI. Su determinación 

recurrida es correcta y a tono con el estado de 

derecho vigente. No es una arbitraria o caprichosa, 

que pueda ser catalogada como un abuso de discreción, 

o que se ha actuado con prejuicio o parcialidad, o que 

se equivocó en la interpretación de alguna norma 

procesal o sustantiva, de manera que se lesionen 

derechos de las partes en forma alguna.  

A la luz de la Regla 40 de este Tribunal, 4 

L.P.R.A. Ap. XX-B, R. 40, resolvemos en el presente 

                                                 
3
 Pescadería Rosas, Inc. v. Lozada, supra, Reece Corp v. Ariela 

Inc. 122 D.P.R. 270 (1998), Sociedad de Gananciales v. Paniagua 

Diez, 142 D.P.R. 98 (1996).     
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caso no está presente ninguno de los criterios 

esbozados por la Regla 40 de nuestro Reglamento, que 

nos mueva a atender la solicitud de expedición del 

recurso ante nosotros.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se deniega la 

expedición del auto solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


